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1. PROVIDENCIAS DE ÉSTA CORPORACIÓN
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1.1. M. P. HERNÁNDEZ PEÑA DAGOBERTO  Rad. 110016000019201001781 01 (06-03-12) DELITOS SEXUALES – Deben interpretarse de tal manera que no incorporen discriminación alguna contra la mujer – La existencia de vínculo matrimonial, unión marital, relación sentimental o de pareja no excluye o justifica la perpetración de comportamientos de índole violenta que afecten la libertad sexual, sino que por el contrario tales circunstancias implica una mayor intensidad del injusto, y un mayor grado de reproche – La sola existencia de uno de estos vínculos no permite presumir la aquiescencia en la relación sexual - Tolerancia y falta de denuncias previas frente a actos similares previos no resta credibilidad al testimonio o denuncia de la víctima.

“2.- REFLEXIONES PRECEDENTES.- Antes de entrar la Sala de Decisión en la materia que corresponde a los recursos interpuestos, procederá a realizar algunas precisiones teóricas respecto de los derechos de la mujer y su avance en nuestra sociedad, pues el operador de justicia no puede ser ajeno a ellos y sin perder el equilibrio que debe caracterizarlo, sensibilizarse con la problemática que día a día ocupa espacios de la prensa hablada y escrita de nuestro país y el mundo entero.

 (…)

Acorde con el marco normativo reseñado, se tiene que los delitos sexuales en general, y, en especial el tipo de acceso carnal violento previsto en el artículo 205 de la ley 599 de 2000, no sólo buscan prevenir, castigar y erradicar específicos comportamientos de los que, en la práctica, suelen ser víctimas las mujeres, sino que, al mismo tiempo, deben ser interpretados por todos los operadores de la norma de manera tal que no incorporen discriminación contra aquéllas, ya sea por costumbres, prácticas e intervenciones en apariencia ajustadas a derecho, o por cualquier otra clase de manifestación que en forma directa o indirecta contenga prejuicios, estereotipos o patrones de conducta tendientes a exaltar, sugerir o proponer la superioridad de un sexo sobre otro.

Es necesario adecuar las prácticas del derecho a los parámetros nacionales e internacionales en materia de protección de la mujer, sin caer en restricciones del derecho del procesado a una representación eficaz y un juzgamiento imparcial
; pero manteniendo el respeto máximo por los derechos fundamentales de la mujer sin estereotipos como el de madre abnegada, novia fiel y esposa sumisa, o señalamiento de circunstancias como la virginidad, la ineptitud o la pasividad.
(…)
Es por ello que no en vano las normas que integran el bloque de constitucionalidad a que se refiere el artículo 93 de la Carta Política contemplan al acceso carnal violento, o violación, como una de las manifestaciones más graves de la delincuencia sexual cometida en contra de la mujer, sobre todo cuando se presenta en el hogar o proviene de sujetos con los que la víctima tiene relaciones interpersonales o de parentesco.

Así lo ha concluido la Corte Constitucional:
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 “[…] las mujeres están también sometidas a una violencia, si se quiere, más silenciosa y oculta, pero no por ello menos grave: las agresiones en el ámbito doméstico y en las relaciones de pareja, las cuales son no sólo formas prohibidas de discriminación por razón del sexo […], sino que pueden llegar a ser de tal intensidad y generar tal dolor y sufrimiento, que configuran verdaderas torturas o, al menos, tratos crueles prohibidos por la Constitución […] No se puede entonces invocar la intimidad y la inviolabilidad de los hogares para justificar agresiones contra las mujeres en las relaciones privadas y domésticas. Es más, esta violencia puede ser incluso más grave que la que se ejerce abiertamente, pues su ocurrencia en estos ámbitos íntimos la convierte en un fenómeno silencioso, tolerado e incluso, a veces, tácitamente legitimado”
.

Manteniendo esa perspectiva de la problemática, el Tribunal Constitucional retiró del ordenamiento jurídico el artículo 25 de la ley 294 de 1996
, presentando, entre otros argumentos, que “la existencia de un vínculo legal o voluntario no comporta la enajenación de la persona”
, que “[l]a libertad sexual no admite gradaciones, pues ello implicaría considerar a algunas personas menos libres que otras”
, y que “[l]a lesividad del hecho es mayor cuando la víctima está unida al agresor por vínculo matrimonial o marital”
:

De esta manera se ha venido criticando y revaluando la idea equivocada y prejuiciosa de que si un hombre en alguna oportunidad accede carnalmente a una mujer con su consentimiento, tal antecedente lo habilita para hacerlo cuantas veces se le antoje sin importar la voluntad de esta última.

En este orden de ideas, la existencia de vínculos matrimoniales, uniones maritales, relaciones sentimentales o de cualquier otra índole en la pareja, de modo alguno puede excluir o justificar la perpetración de comportamientos de índole violenta que afectan la libertad sexual y la dignidad de la persona. Por el contrario, la verificación de tales circunstancias implica una mayor intensidad del injusto, y por tanto un mayor grado de reproche, en la medida en que hayan surgido especiales deberes de solidaridad o estrechas comunidades de vida entre los implicados.

En tales eventualidades, es muy importante la versión de la víctima en cuanto a confirmación de las circunstancias que rodearon el acontecer fáctico, esto es, la constatación de la real existencia del hecho, y, la persistencia en la incriminación, que debe ser sin ambigüedades y contradicciones, cuidando al máximo lo emocional de su relato, que en efecto, puede estar acompañado de rencor, odio o interés distinto de poner en conocimiento de la justicia una conducta punible.

 (…)

En el asunto sometido a consideración, los recurrentes indicaron que fue equivocado el proceso de valoración del a-quo, incidiendo en la definición del asunto a favor del procesado, porque exigió que la violencia que caracteriza al delito de acceso carnal atribuido a GOMEZ CASAS, se viera reflejada físicamente en el cuerpo de la mujer agredida y, adicionalmente, cuestionó que tratándose de conducta reiterativa, no hubiese acudido a la administración de justicia desde el principio.
En cuanto a lo primero, es evidente que en los delitos de estirpe sexual en los que intervienen personas adultas y que han tenido una relación sentimental anterior, es determinante el consentimiento de una y otra, pues como se refirió en el marco teórico de esta decisión, no por el hecho de tal cercanía se supone la aquiescencia en la relación sexual. 

Si ha mediado la violencia, se excluye el consentimiento en la medida en que ya no sería un acto de libertad o disposición del titular del bien jurídico, ese actuar en contra de la libertad del afectado corresponde a un elemento del tipo, pues la ley exige de manera expresa que la víctima haya sido objeto de violencia o coacción, por lo cual de paso, no es procedente estimar si debió haberse comportado de alguna manera en aras de no facilitar la producción del resultado típico, por la sencilla razón de que la creación del riesgo no permitido, es decir, la acción tendiente a doblegar la voluntad de la otra persona le concierne única y exclusivamente al autor.
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Adicionalmente, de ninguna manera es posible sostener que el sujeto pasivo, cuando es sometido a una situación de constreñimiento, fuerza o coacción, tiene poder de control sobre la asunción del peligro. Cuando el sujeto activo se vale de cualquier vía de hecho o agresión contra la libertad física o la libertad de disposición del sujeto pasivo, resulta suficiente para adecuar el tipo penal en la medida en que vence la resistencia de la persona.

Ha dicho el máximo Tribunal de Justicia que:

 “[…] lo importante no es especificar en todos y cada uno de los casos la modalidad de la violencia empleada por el agresor, sino la verificación desde un punto de vista objetivo y ex ante que la acción desplegada fue idónea para someter la voluntad de la víctima”
.

Además, el empleo de la violencia ni siquiera tiene que ser concomitante a la perpetración de la acción que configura el acceso carnal o acto sexual:

 “Importa recabar y volver la atención una vez más hacia la violencia que, como bien lo señaló el procurador recurrente con apoyo en la doctrina española, no es la que se emplea en la realización del comportamiento sexual reprochado sino la utilizada para doblegar la voluntad de la víctima […]

Por lo tanto, contrario a lo afirmado por el a-quo haciendo eco a la defensa y la agencia ministerial, “la violencia (física o moral) […] no puede identificarse con la que se emplea para consumar el acceso antijurídico, ni mucho menos con el tiempo que puedan durar los vejámenes”
.

Es por ello que el elemento normativo del tipo, no se desvirtúa ante la ausencia de huellas de daño corporal, gritos o actos de resistencia física de la víctima, porque el sometimiento de su voluntad puede incluir el control de cualquier reacción por parte de ésta
, ni tampoco es indicio de un acceso no violento o consentido el que la persona agredida tenga comportamiento aparentemente normal después de lo sucedido.

Lo realmente relevante en estos eventos es que el sujeto agente quebrante la voluntad del sujeto pasivo a través de actos de fuerza para obligarla a permitir la penetración anal, vaginal u oral del miembro viril o de cualquier otro objeto o parte del cuerpo humano.
“Y ello es así, porque lo tutelado en particular mediante ese delito es la libertad de la persona referida a la capacidad de disponer de su cuerpo para la satisfacción de su sexualidad, con ocasión de la cual puede elegir con autonomía, sin interferencias de su voluntad, el momento, la persona y el placer que desea”
.

En el caso sometido a estudio, se ha constatado un historial de violencia intrafamiliar y ruptura de la relación de pareja de años atrás, y, una posición preponderante del hombre sobre la pasividad y tolerancia de la esposa, muy seguramente impuesta por las normas sociales y familiares que hacen que muchas mujeres como el estudio del Ministerio de la Protección Social lo determinó, prefieran callar la afrenta y aparentar normalidad.

Por consiguiente, y aquí se refiere la Sala al segundo aspecto tenido en cuenta por el a-quo para sustentar el fallo absolutorio, no por el hecho de que la denunciante soportara en silencio muchas de las agresiones sufridas de parte de ALEXANDER GOMEZ, tolerara la difícil y tormentosa relación, se le resta fuerza probatoria a su denuncia; pues no puede negársele el derecho que tiene en un acto valeroso, rompiendo esquemas y paradigmas, de acudir a la justicia luego de ser víctima de reiterada agresión.
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Este Tribunal encuentra que los hechos antecedentes en torno a violencia intrafamiliar denotan la situación de vulnerabilidad y de debilidad manifiesta en la que se encontraba la señora Esguerra Enciso, que le impedía adoptar la decisión de apartarse de su compañero permanente y de poner en conocimiento de la administración de justicia la situación íntima que estaba viviendo. Y es que no es lo mismo acudir a una Comisaría de Familia para pedir protección por ultrajes y maltratos que tener que enfrentarse por medio de la administración de justicia a exponer en público el ataque sexual de parte de su esposo y padre de sus hijos.

(…)

De manera que esa revelación tardía de los hechos acontecidos el 11 de noviembre y el 12 de diciembre de 2009, resulta explicable y no desvirtúa per se la versión de la ofendida.

La mencionada superioridad queda también evidenciada cuando la víctima no presentó resistencia en forma de gritos, golpes o llamadas de auxilio para evitar el acceso carnal, de manera que el vigilante o la vecina se hubiesen percatado de situación anormal como lo expresaron el a-quo y los no recurrentes. Insistiéndose una vez más, que la violencia ejercida para doblegar la voluntad de la víctima, que es la jurídicamente relevante, puede excluir cualquier reacción en los aludidos aspectos, aparte de que la concurrencia de tal ingrediente normativo excluye la posibilidad de exigirle al sujeto pasivo la activación de mecanismos de auto tutela y protección.

La razón es muy sencilla: instinto de supervivencia. Si el ser humano es agredido y sometido por la fuerza, la reacción es no provocar más violencia y buscar así que el ataque termine para procurarse protección bien en la familia, los amigos o la justicia, como último mecanismos para poner punto final a las agresiones que por miedo en ocasiones anteriores no fueron denunciadas.”
Relatoría/consulta/2012/Providencias incluidas en los boletines

1.2. M. P. HERNÁNDEZ PEÑA DAGOBERTO  Rad. 110016000017200708695 01 (29-03-12) INDEMNIZACIÓN INTEGRAL – Efectos en la Ley 906 de 2004 – Cuando se produzca bajo las condiciones del numeral 1º del artículo 324 debe acudirse al principio de oportunidad, y sólo en los casos en que la reparación se verifique con posterioridad al juicio, es decir, cuando ha expirado la oportunidad procesal de dicha figura, es pertinente el análisis del artículo 42 de la Ley 600 de 2000 por favorabilidad.

“Prevé el artículo 332 de la Ley 906 de 2004, que el Fiscal solicitará la preclusión de la investigación en los siguientes casos: ante la “1. “Imposibilidad  de iniciar o continuar el ejercicio de la acción penal”. 

Impedimento que, sin embargo, deriva el ente investigador de la indemnización integral que se ha suscitado en el diligenciamiento y lo llevan a pregonar la aplicación del artículo 42 de la Ley 600 de 2000 por favorabilidad.

En ese orden de ideas, lo que pretenden los recurrentes, así lo entiende la Sala, es en realidad definir si en este caso es posible declarar la cesación de procedimiento por extinción de la acción penal derivada de la indemnización de perjuicios como lo preveía la Ley 600 ya mencionada.

En efecto, la Fiscalía delegada presentó ante el Juzgado 1° Penal del Circuito de conocimiento solicitud de preclusión con fundamento en la causal 1ª del artículo 332 de la Ley 906 de 2004; sin embargo, al realizar la sustentación de la misma aludió expresamente a “extinción de la acción penal por indemnización integral.” 

Postura que junto con la defensa, reiteró en la sustentación de la impugnación, aludiendo a la viabilidad de aplicar en el presente caso, por favorabilidad, lo consagrado en el artículo 42 de la Ley 600 de 2000.

La indemnización integral no aparece prevista en la Ley 906 de 2004 como causal para extinguir la acción penal, sino como uno de los fundamentos del principio de oportunidad, como lo indica el numeral primero del artículo 324, modificado por la Ley 1312 de 2009, del siguiente tenor:

 “1. Cuando se tratare de delitos sancionados con pena privativa de la libertad cuyo máximo señalado en la Ley no exceda de seis (6) años o con pena principal de multa, siempre que se haya reparado integralmente a la víctima conocida o individualizada; si esto último no sucediere, el funcionario competente fijará la caución pertinente a título de garantía de la reparación, una vez oído el concepto del Ministerio Público.” 

Figura que al tenor del artículo 323 ibídem, es procedente “hasta antes de la audiencia de juzgamiento”; por consiguiente, como acertadamente lo definió el a-quo, la reparación del daño suscitada en este proceso, habilita la solicitud de aplicación del principio de oportunidad, en cuanto no ha expirado la posibilidad de darle curso por no haberse superado el juicio.

Sin que ello quiera decir, como lo entienden los apelantes, que se esté obligando a proseguir el trámite para después solicitar la cesación por indemnización integral, puesto que estando el ente acusador en oportunidad de aplicar el numeral 1º del artículo 324 de la Ley 906 de 2004, a él debe atenerse como forma de terminación del proceso, prevista en desarrollo de la política criminal que orienta el sistema penal acusatorio y que tiene como fines activar la solución de los conflictos, procurar la reparación de los perjuicios y lograr la participación del procesado en la definición del caso, entre otros.

Así se infiere de los postulados jurisprudenciales referidos por los recurrentes, contenidos en la decisión del 13 de abril de 2011 siendo Magistrada ponente la doctora María del Rosario González de Lemos, al encontrar procedente aplicar por favorabilidad el artículo 42 de la ley 600 de 2000 pero en un caso regido por la Ley 906 de 2004 en el que se había extinguido la posibilidad procesal de terminar el proceso por virtud del principio de oportunidad. Precisó el máximo Tribunal: 

“…para el actual momento procesal, cuando ya se ha proferido fallo de segunda instancia, resulta inviable. … …

En ese orden de ideas, cabe preguntarse si, ante la ausencia de regulación de un mecanismo de extinción a esta altura procesal, es posible acudir, como lo plantean los defensores, al instituto de cesación de procedimiento por indemnización integral contemplado en el artículo 42 de la Ley 600 de 2000. … …

En el caso de la especie, como ya se dijo, de lo que se trata es de establecer si resulta procedente acudir al instituto de la reparación integral consagrado en el artículo 42 de la Ley 600 de 2000, como causal de extinción de la acción penal, para momentos posteriores a la audiencia de juzgamiento o de juicio oral cuando ya ha expirado la posibilidad de tramitarlo por la vía del principio de oportunidad,… ….

De modo que, ningún obstáculo encuentra la Sala para aplicar en esta coyuntura procesal la figura de la extinción de la acción penal por indemnización integral, más aún si con la solución aparecen satisfechas las demandas de justicia y verdad de la víctima quien, precisamente, como atrás se reseñó, se une a la petición de procesados y defensores en el sentido de que se declare la extinción de la acción penal… ….”
 (Subrayas fuera de texto)

Para la Sala está claro, que en los eventos de la Ley 906 de 2004 donde se produzca la indemnización integral bajo las condiciones del numeral 1º del artículo 324, la forma prevista por el legislador para dar por terminado el proceso es el principio de oportunidad. Y sólo en los casos en que la reparación se verifique con posterioridad al juicio, es decir, cuando ha expirado la oportunidad procesal de dicha figura, es pertinente el análisis del artículo 42 de la Ley 600 de 2000 por favorabilidad. 

De manera que estando este diligenciamiento en el trámite previo a la audiencia preparatoria, resulta procedente acudir al principio de oportunidad como forma de terminación del proceso por indemnización integral, como lo concluyó el a-quo en la decisión que esta instancia mantendrá por ajustarse a la legalidad.”

Relatoría/consulta/2012/Providencias incluidas en los boletines

1.3. M. P. HERNÁNDEZ PEÑA DAGOBERTO  Rad. 110016000012200604495-02 (13-04-12) LIBERTAD INMEDIATA INDICADA EN EL PARÁGRAFO 1° DEL ARTÍCULO 29-B DE LA LEY 65 DE 1993, ADICIONADO POR EL ARTÍCULO 9º DEL DECRETO 2636 DE AGOSTO 19 DE 2004 – Requisitos para concederla - La norma no impone que la indemnización integral corresponda a la condena impuesta en el fallo, por lo que su reconocimiento y pago puede provenir de una conciliación o acuerdo extraprocesal, o darse con ocasión a un juicio ordinario. 
“Se evidencia entonces, que el problema jurídico que debe resolver la Sala radica, en determinar si realizada la indemnización integral de perjuicios por parte del condenado Piraneque Tocarruncho  después de ejecutoriada la sentencia condenatoria, es procedente disponer su libertad inmediata en virtud de lo dispuesto en el actual artículo 29B de la Ley 65 de 1993, o por el contrario se debe confirmar el auto recurrido en cuanto que como lo concibió el a-quo, a su otorgamiento se antepone el hecho de que por voluntad del representante de la víctima, dentro del proceso penal no se emitió condena por daños y perjuicios, ora porque le fue denegado al sentenciado el subrogado penal por no satisfacerse el presupuesto subjetivo debido a la existencia de antecedentes penales por igual comportamiento delictivo. 

Frente al problema planteado, el citado parágrafo 1° del artículo 29-B de la Ley 65 de 1993, adicionado por el artículo 9º del Decreto 2636 de agosto 19 de 2004, dispone:  “ PARÁGRAFO 1o. Cuando se trate de una conducta punible que admita la extinción de la acción penal por indemnización integral, conciliación o desistimiento y se repare integralmente el daño con posterioridad a la condena, no procederá el mecanismo de seguridad electrónica sino la libertad inmediata…

Conforme a lo anterior, la Sala colige que se requiere de dos requisitos para acceder incondicional e inmediatamente a la libertad solicitada por el condenado: a.- que se trate de una conducta punible que admita la extinción de la acción penal, por indemnización integral, conciliación o desistimiento, y b.- que con posterioridad a la ejecutoria del fallo condenatorio se repare integralmente el daño ocasionado con el hecho punible.

--- Para resolver sobre el primer presupuesto, la Sala acudirá a interpretar sistemáticamente los artículos 37, 74, 77 y 324, numeral 1º, de la Ley 906 de 2004, y el artículo 193, numerales 3º,5º y 6º de la Ley 1098 de 2006, y a la orientación de la jurisprudencia en torno a casos de igual teleología. 

En efecto, el artículo 74 de la Ley 906 de 2004, reclama la querella de parte como condición de procedibilidad para la iniciación de la acción penal, entre otros delitos, al de inasistencia alimentaria, salvo cuando el sujeto pasivo sea un menor de edad. Por su parte, el artículo 77 de la Ley 906 de 2004 previene que la acción penal se extingue por muerte del imputado o acusado, prescripción, aplicación del principio de oportunidad. amnistía, oblación, caducidad de la querella, desistimiento, y en los demás casos contemplados por la ley”. Por su parte el artículo 37 de la Ley 906 de 2004, reformado por la Ley 1142 de 2007, dispone que respecto de los delitos querellables, competencia entregada a los Juzgados penales Municipales, “Que la investigación de oficio no impide aplicar,  cuando la decisión se considere necesaria, los efectos propios de las querella para beneficio y reparación integral de la víctima del injusto…”. (declarado exequible por la C-1198 de 2008)  


De otra parte, el artículo 193 de la Ley 1098 de 2006, consagra varios criterios que deberá tener el juez durante el desarrollo del proceso penal, respecto de delitos en los cuales son víctimas los niños, las niñas y los adolecentes, con el fin de hacer efectivos los principios de interés superior y en orden a garantizar el restablecimiento de sus derechos: “3º. Prestará especial atención para la sanción de los responsables, la indemnización de perjuicios y el restablecimiento pleno de sus derechos vulnerados… 5º. Tendrá especial cuidado, para que los procesos que terminen por conciliación, desistimiento o indemnización integral no se vulneren los derechos de los niños, niñas y adolecentes víctimas del delito. 6º. Se abstendrá de aplicar el principio de oportunidad y la condena de ejecución condicional cuando los niños, las niñas y los adolecentes sean víctimas de delitos, a menos que aparezca demostrado que fueron indemnizados”.  

Del bloque de preceptos transcritos, se desprende que aunque el artículo 74 de la Ley 906 de 2004, dispone que para el delito de inasistencia alimentaria, cuando es víctima un menor de edad, no se requiere querella de parte para promover la acción, lo que en consecuencia significaría conforme al artículo 77 de la misma codificación que tampoco tendría lugar la extinción de la acción penal por indemnización integral. Sin embargo dos razones encuentra la Sala, producto de una interpretación sistemática y teleológica para entender que dicha restricción no tiene aplicación entratándose del delito de inasistencia alimentaria.

La primera se fundamenta en que normas posteriores y de carácter especial frente al artículo 74 en comento, como ocurre con el artículo 193, en sus numerales 5º y 6º de la Ley 1098 de 2006 y el nuevo artículo 37 de la Ley 906 de 2004, persistentemente están predicando la terminación o extinción del proceso penal cuando existan menores de edad siempre que se efectúe la indemnización integral de perjuicios, es así que el numeral primero en referencia, exige del juez que deberá tener especial cuidado en los casos de terminación del proceso por desistimiento, conciliación o indemnización integral, y el segundo numeral citado, permite la aplicación del principio de oportunidad cuando aparezca demostrado que los niños, las niñas o los adolecentes fueron indemnizados.

La segunda radica, a partir de la concepción anterior, que la voluntad del legislador cuando previó que en los punibles en los que fuera víctima un menor de edad no se requería la querella como presupuesto de procedibilidad de la acción penal, no fue la  de oponerse a la terminación del proceso penal por conciliación, desistimiento o indemnización integral, sino con el propósito de proteger el derecho de tutela efectiva y el interés general del menor, en el entendido que como la familia, la sociedad y el Estado tienen igualmente el deber de asistirlo y protegerlo, para garantizar su desarrollo armónico e integral y el ejercicio plenos de sus derechos, por lo que de ese modo cualquier persona puede y debe exigir a las autoridades su protección y reclamar la sanción contra quienes quebranten sus derechos. 

En la línea expuesta también la Corte Constitucional, a partir de la cual se enseña, que las causales de extinción del proceso penal son de libre configuración de acuerdo con la política criminal del Estado siempre que no sean desproporcionadas (C-899-03), lo que bajo estas consideraciones significa que cuando el sujeto pasivo de la infracción penal es un menor de edad, nada impide que la acción penal pueda extinguirse a través del mecanismo de la indemnización integral de perjuicios, por lo que la no exigencia del requisito de procedibilidad de la acción penal frente a los delitos querellables cuando el sujeto pasivo es un menor de edad, no impide la aplicación en el proceso de los efectos favorables de la querella. 

Por lo anterior es que el inciso 5º del artículo 193 de la Ley 1098 de 2006, ofrece la posibilidad de acudir al principio de oportunidad y al otorgamiento del beneficio del subrogado penal de la condena de ejecución condicional, cuando se demuestre que los menores víctimas del delito han sido indemnizados de manera integral, circunstancia que conlleva en voces del artículo 77 de la Ley 906 de 2004 a la extinción de la acción penal, siempre que se respete según el artículo 193 de la ley 1098 de 2006 el interés superior del menor, entre ellos el restablecimiento de sus derechos vulnerados.

De manera entonces, que se debe concluir, que se satisface plenamente el primer presupuesto de aplicación del nuevo artículo 29B de la Ley 65 de 1993, esto es, que se está frente al delito de inasistencia alimentaria y como tal admite la extinción de la acción penal por indemnización integral, conciliación  o desistimiento.  

--- En lo que concierne al segundo requerimiento, relacionado con la reparación integral del daño ocasionado con el punible de inasistencia alimentaria, luego de la sentencia ejecutoriada, para la Sala no existe la menor duda que igualmente se cumple, como quiera que obra en el cartulario documento en el que se hace constar por parte de el apoderado del condenado, el representante de la víctima y la madre representante del menor de edad, que los daños y perjuicios de carácter moral y material fueron cancelados de manera integral, para lo cual igualmente anexan fotocopia del título valor por la suma de diecisiete millones de pesos destinado a tal efecto.
Con lo expuesto queda dilucidado, que conforme al contenido del parágrafo 1º. Del artículo 29B de la Ley 65 de 1993, le asiste razón a los recurrentes, en cuanto que se observa probado que efectivamente el condenado es merecedor a que de manera inmediata se disponga su libertad, pues se cumple los requisitos reclamados por el precepto en referencia, uno porque se trate de un delito que de conformidad con el artículo 77 de la ley 906 de 2004, el proceso penal se pueda extinguir por indemnización integral, y otro, porque el condenado ha cancelado los perjuicios ocasionados con el hecho punible después de encontrarse en firme la sentencia condenatoria. 

De modo entonces, que fue equivocada la posición del a-quo, cuando en primer lugar negó la aplicación del artículo 29B de la Ley 65 de 1993, con exigencias extrañas al mismo, pues de una parte la norma no impone que la indemnización integral corresponda a la condena que se hubiere impuesto en el fallo respectivo, por lo que su reconocimiento y pago puede provenir de una conciliación o acuerdo extraprocesal, ora con ocasión a un juicio ordinario. Se equivocó igualmente el a-quo, al traer como segundo argumento para despachar desfavorablemente la libertad del condenado, el hecho de que en la sentencia se le hubiera negado el subrogado penal de la condena de ejecución condicional de la pena, por no cumplirse el requisito subjetivo en atención de que registraba antecedentes penales en cuanto había sido objeto de una sentencia condenatoria, no solo porque como se ha indicado este no era un presupuesto para su otorgamiento, sino porque se está frente a una situación sobreviniente al fallo de condena la cual de manera autónoma se encuentra regulada en la Ley en estudio, motivo por el cual ninguna transcendencia o vinculación puede tener las consideraciones que en ese orden se esbozaron en su oportunidad en la sentencia.”    

Relatoría/consulta/2012/Providencias incluidas en los boletines
  ALBERTO POVEDA PERDOMO     LEONEL ROGELES MORENO     NOHORA LINDA ANGULO GARCÍA

             Presidente                              Vicepresidente
                   Relatora

� Sentencia 2 de septiembre de 2008, radicación 25153: “[…] de acuerdo con el numeral 11 de la observación 13 al artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de la ONU [el derecho a una representación eficaz] implica el deber de ‘actuar diligentemente y sin temor, valiéndose de todos los medios de defensa disponibles’”.


� Corte Constitucional, sentencia C-408 de 1996.


� Artículo 25 [ley 294 de 1996]-. Violencia sexual entre cónyuges. El que mediante violencia realice acceso carnal o cualquier acto sexual con su cónyuge, o quien cohabite o haya cohabitado, o con la persona que haya procreado un hijo, incurrirá en prisión de seis (6) meses a dos (2) años. La acción penal por este delito sólo procederá por querella de la víctima.


� Corte Constitucional, sentencia C-285 de 1997.


� Ibídem.


� Ibídem.


� Ibídem.


� Sentencia 17 de septiembre de 2008, radicación 21691.


� Ibídem.


� Sentencia 4 de marzo de 2009, radicación 23909.


� Proceso N.º 35946, C S DE J, Magistrada Ponente: MARÍA DEL ROSARIO GONZÁLEZ DE LEMOS, 13 de abril de 2011.
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